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 550 REAL DECRETO 1599/2005, de 23 de diciembre, por el 
que se indulta a doña Susana Presas Rodríguez.

Visto el expediente de indulto de doña Susana Presas Rodríguez, con 
los informes del Ministerio Fiscal y del tribunal sentenciador, condenada 
por el Juzgado de lo Penal número 1 de Plasencia, en sentencia de 25 de 
enero de 2005, como autora de un delito de tráfico de drogas, a la pena 
de tres años de prisión y multa de 1.500 euros, con las accesorias de 
inhabilitación especial para el derecho de sufragio pasivo durante el 
tiempo de la condena, por hechos cometidos en el año 2004, a propuesta 
del Ministro de Justicia y previa deliberación del Consejo de Ministros en 
su reunión del día 23 de diciembre de 2005,

Vengo en conmutar a doña Susana Presas Rodríguez la pena privativa 
de libertad impuesta por otra de dos años de prisión, a condición de que 
no vuelva a cometer delito doloso en el plazo de tres años desde la publi-
cación de este real decreto.

Dado en Madrid, el 23 de diciembre de 2005.

JUAN CARLOS R.

El Ministro de Justicia,

JUAN FERNANDO LÓPEZ AGUILAR 

 551 REAL DECRETO 1600/2005, de 23 de diciembre, por el 
que se indulta a don Juan Antonio Sanmartín Villalba.

Visto el expediente de indulto de don Juan Antonio Sanmartín Villalba, 
con los informes del Ministerio Fiscal y del tribunal sentenciador, conde-
nado por la Audiencia Provincial, Sección Séptima, de Elche, en sentencia 
de 21 de junio de 2002, como autor de un delito contra la salud pública, a 
la pena de tres años y seis meses de prisión y multa de 610,03 euros, con 
las accesorias de suspensión de todo cargo público y derecho de sufragio 
durante el tiempo de la condena, por hechos cometidos en el año 2001, a 
propuesta del Ministro de Justicia y previa deliberación del Consejo de 
Ministros en su reunión del día 23 de diciembre de 2005,

Vengo en conmutar a don Juan Antonio Sanmartín Villalba la pena 
privativa de libertad impuesta por otra de dos años de prisión, a condición 
de que no vuelva a cometer delito doloso en el plazo de cuatro años desde 
la publicación de este real decreto.

Dado en Madrid, el 23 de diciembre de 2005.

JUAN CARLOS R.

El Ministro de Justicia,

JUAN FERNANDO LÓPEZ AGUILAR 

 552 RESOLUCIÓN de 16 de diciembre de 2005, de la Dirección 
General de los Registros y del Notariado, sobre depósito de 
las cuentas anuales de «T.Q.E. Raurich, S.A.».

En el expediente 3/05 sobre depósito de las cuentas anuales de «T.Q.E. 
Raurich, S.A.».

Hechos

I

Solicitado en el Registro Mercantil de Barcelona el depósito de los 
documentos contables correspondientes al ejercicio 2004 de «T.Q.E. Rau-
rich, S.A.», el titular del Registro Mercantil número V de dicha localidad, 
con fecha 11 de julio de 2005, acordó no practicarlo por haber observado 
los siguientes defectos:

«Al estar pendiente de Resolución de la Dirección General de los 
Registros y del Notariado la solicitud de nombramiento de auditor para 
verificar las cuentas presentadas a depósito, se suspenden los plazos del 
asiento de presentación, observándose que, de resolverse que procede el 
nombramiento solicitado, no podrá efectuarse el depósito sin acompañar 
el correspondiente informe de auditoría emitido por el auditor designado 
por el Registrador Mercantil, debiéndose aprobar dichas cuentas por 
nueva junta, una vez haya sido realizado el informe de auditoría. (Artícu-
los 212 y 218 de la Ley de Sociedades Anónimas, artículo 86 de la Ley de 
Sociedades de Responsabilidad Limitada, artículo 366.1.5.º del Regla-
mento del Registro Mercantil y Resoluciones de la Dirección General de 
los Registros y del Notariado de 17 de julio de 1996, 13 de mayo de 1997 y 
1 de febrero de 2000).»

II

La sociedad, a través de su apoderado don Manuel de Sárraga Gómez, 
interpuso recurso gubernativo contra la anterior calificación el 24 de 
agosto de 2005 alegando, en síntesis, lo siguiente: 1.º) Que procede practi-
car el depósito por estar pendiente de resolución el recurso planteado por 
la sociedad contra la designación por el Registro de auditor de cuentas 
para dicho ejercicio, por lo que dicha designación no es firme y, además, 
porque entre la documentación presentada para la práctica del depósito 
se acompañó acta en la que figuraba la transcripción del acuerdo adop-
tado por la junta general, de aprobación de cuentas, y de reducción y 
ampliación simultánea de capital, así como que dichas cuentas habían 
sido auditadas. 2.º) Que no resulta procedente que la sociedad pueda 
verse obligada a afrontar el gasto de un informe de auditoría, ya que es 
suficiente el informe emitido por el auditor designado por el consejo de 
administración con motivo de la reducción de capital por pérdidas, en el 
que no solo se examina el balance sino también las cuentas anuales; y 3.º) 
Que en ningún caso sería necesario celebrar nueva junta general, ya que 
en la celebrada el 20 de junio de 2005 fueron aprobadas las cuentas anua-
les y correspondería, en su caso, a los accionistas impugnar judicialmente 
los acuerdos adoptados o pedir la nulidad de la junta. Cita diversas Reso-
luciones de este Centro Directivo que entiende apoyan su petición.

III

El Registrador Mercantil número V de Barcelona, con fecha 31 de 
agosto de 2005, emitió el preceptivo informe manteniendo la calificación 
recurrida.

Fundamentos de Derecho

Vistos los artículos 205.2, 212 y 218 a 221 de la Ley de Sociedades 
Anónimas, 356.1.5.º y 378.4 del Reglamento del Registro Mercantil, Dispo-
sición adicional 24 de la Ley 24/2001, de 27 de diciembre y, entre otras, las 
Resoluciones de la Dirección General de los Registros y del Notariado de 
31 de marzo de 1993, 29 de enero de 2003 y 5 de mayo de 2004.

1. El problema de fondo que el presente recurso plantea no es otro 
que determinar si el Registrador Mercantil puede tener por efectuado el 
depósito de las cuentas anuales de una sociedad correspondientes a un 
ejercicio respecto del cual un socio minoritario ha solicitado la auditoría, 
sin presentar el informe elaborado precisamente por el auditor designado 
por el Registrador. La respuesta es negativa, pues es reiterada la doctrina 
de este Centro Directivo poniendo de manifiesto que la presentación de 
dicho informe resulta obligatoria desde que hubiese sido solicitada por la 
minoría, no pudiendo ser sustituido, como ocurre en el supuesto que nos 
ocupa, por otro informe voluntario encargado por la sociedad con poste-
rioridad a la solicitud presentada por el socio.

No obsta a lo anteriormente señalado el que la resolución registral de 
nombramiento de auditor no sea firme por haber sido recurrida en alzada 
ante esta Dirección General y se encuentre pendiente de decisión, pues 
ello lleva necesariamente a impedir que la sociedad pueda depositar sus 
cuentas en tanto no sea resuelto: si dicho recurso se estimase, evidente-
mente la sociedad podría depositar sus cuentas sin informe de auditoría, 
pero, si fuese desestimado, nunca podrían depositarse sin el informe que 
realizase el auditor designado por el Registrador Mercantil. Es por ello 
que el Registrador Mercantil calificó acertadamente la documentación 
presentada a depósito suspendiendo los plazos del asiento de presenta-
ción hasta que la Dirección General de los Registros y del Notariado se 
pronunciase al respecto.

2. La alegación societaria de no resultar procedente que pueda verse 
obligada a afrontar el gasto de un informe de auditoría cuando existe el 
informe de un auditor designado por el consejo de administración, según 
resulta del acta que se acompañó, no es un tema al que se refiera la nota 
de calificación, ni constituye el objeto del presente recurso.

3. Si se refiere la calificación a la hipotética necesidad de celebrar 
una nueva junta general una vez haya sido realizado el informe de audito-
ría por el auditor designado por el Registrador Mercantil y, como tal, 
deber ser estimada por la sociedad, no pudiendo entenderse, por tanto, 
como defecto actual.

En su virtud, esta Dirección General, dejando sin efecto la calificación 
en lo que al Fundamento de Derecho 3 de la presente resolución se 
refiere, ha resuelto desestimar el recurso interpuesto y confirmar en el 
resto la calificación efectuada por el Registrador Mercantil número V de 
Barcelona.

Contra esta resolución los legalmente legitimados podrán recurrir 
mediante demanda ante el Juzgado de lo Mercantil competente por razón 
de la capital de provincia donde radique el Registro en el plazo de dos 
meses desde su notificación, siendo de aplicación las normas del juicio 
verbal, todo ello conforme a lo establecido en la Disposición Adicional 24, 


